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Abogado

Andrés Hernández Peñaranda 
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Asunto:  Contestación de demanda y traslado a la parte demandante de 

manera simultánea atendiendo disposiciones del artículo 03 del decreto 

legislativo 806 de 2020.

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho

Radicación: 15 001 3333 004 2020 00085 00

Demandante: Lilia Cristina Castillo Sánchez 

Demandado: Municipio de Muzo

Atentamente:

Hasbleidy Tatiana Restrepo Rojas

C.C. 1.094.920.988 Expedida en Armenia

T.P. 265.806. del C.S.J.
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Muzo, 10 marzo de 2021 

                                                                                                                                                                                                      

Juez circuito 

Angela María Jojoa Velásquez 

Juzgado cuarto Administrativo de Tunja 

correspondenciajadmtun@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Asunto:  Contestación de demanda  

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho  

Radicación: 15 001 3333 004 2020 00085 00 

Demandante: Lilia Cristina Castillo Sánchez  

Demandado: Municipio de Muzo 

Cordial saludo, 

Hasbleidy Tatiana Restrepo Rojas, identificada civil y 

profesionalmente como aparece al pie de mi firma, actuando como 

apoderada especial del municipio de Muzo -Boyacá, conforme a poder 

otorgado por el alcalde municipal y representante legal del municipio; 

dentro de la oportunidad legal y de acuerdo con el articulo 172 y 199 de 

la ley 1437 de 2011, me permito presentar contestación de la demanda 

en el proceso de la referencia. 

I. LA ENTIDAD DEMANDADA 

De acuerdo con la demanda, la acción se dirige contra el municipio de 

Muzo -Boyacá. Es preciso indicar que la Ley 136 de 1994, “Por la cual se 

dictan normas tendientes a modernizar la organización y el 

funcionamiento de los municipios”, señala: “ARTÍCULO 84. NATURALEZA 

DEL CARGO. En cada municipio o distrito habrá un alcalde quien ejercerá 

la autoridad política, será jefe de la administración local y representante 

legal de la entidad territorial”.  

El alcalde municipal actual es el Sr. Neicer Albeiro Susa Sotelo, 

identificado con cedula de ciudadanía No. 7.278.941 expedida en Muzo -

Boyacá, posesionado en acta protocolizada mediante escritura pública del 

día 31 de diciembre de 2019 en notaria Única de Muzo -Boyacá. Con 

dirección de notificaciones en la calle 3 No. 8 – 06 de Muzo -Boyacá y 

correo electrónico gobierno@muzo-boyaca.gov.co.  

La suscrita es la apodera judicial del demandado, de acuerdo con poder 

que adjunto y me encuentro domiciliada en la calle 1ª No. 13 – 11 

Sogamoso -Boyacá y correo electrónico dirección.juristas@gmail.com. 

mailto:correspondenciajadmtun@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:gobierno@muzo-boyaca.gov.co
mailto:dirección.juristas@gmail.com
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II. A LOS HECHOS RESPONDO 

Hecho 1. Es cierto. 

Hecho 2. Es cierto. 

Hecho 3. Parcialmente cierto. La demandante hace una exposición 

normativa genérica que no define o acredita un derecho 

particular exigido. 

Hecho 4. Al demandado no le consta. Advierte adquisición de derechos 

de manera genérica. 

Hecho 5. Parcialmente cierto. No le consta al demandado señalamientos 

de usos de motocicleta como medio de transporte y gastos 

generados. Es cierto que el municipio no le reconoce pago por 

concepto de auxilio de transporte. 

Hecho 6. Al demandado no le consta. Es una apreciación subjetiva de la 

demandante que deberá probarse. 

Hecho 7. Parcialmente cierto. Indisputablemente los derechos laborales 

revisten prelación legal o protección especial, no es claro a que 

se refiere la demandante en su señalamiento sobre la prelación 

de otros rubros. El acto administrativo DA 326 del 05 de 

septiembre de 2019, expone los argumentos de tipo factico y 

jurídico que le asiste al municipio para dar respuesta a lo que 

en su momento pretendió la demandante, respuesta que no se 

opuso a todas las pretensiones como lo señala. 

III. ANTECEDENTES PROCESALES: 

De acuerdo a los antecedentes recogidos en el expediente administrativo 

que dio lugar a la expedición del oficio DA 326 del 05 de septiembre de 

2019, se pueden resumir los antecedentes de la actuación administrativa, 

así: 

1. La Sra. Lilia Cristina Castillo Sánchez, identificada con cedula de 

ciudadanía No.  23.800.743 expedida en Muzo -Boyacá, se encuentra 

vinculada laboralmente al municipio de Muzo -Boyacá en cargo de 

auxiliar administrativa en carrera administrativa. Fue nombrada en 

periodo de prueba el día 09 de abril de 1996 mediante decreto 008 de 

1996, y nombrada en propiedad mediante decreto 025 expedido el día 

28 de agosto de 1996, posesionada el día 29 de agosto de 1996. 

2. El día 26 de julio de 2019, la secretaria general de la administración 

municipal de Muzo -Boyacá, recibió petición de los funcionarios Olga 

Lucia Campos Padilla, Víctor Julio Sicachá Roncancio, Julieth Pachón 
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Espejo, Elizabeth Marín Pachón, Maicol Jefferson Bello Bohórquez, 

María Nubia Gonzales Ostos y Lilia Cristina Castillo Sánchez. Solicitaron 

los mencionados, pago inmediato de dineros dejados de percibir desde 

el día de su vinculación laboral al municipio junto con sus intereses 

moratorios e indexación por conceptos de auxilio de transporte, 

subsidio de alimentación y bonificación por recreación. 

3. Mediante oficio DA 326 – 2019 de fecha 05 de septiembre de 2019, el 

alcalde municipal da respuesta a petición señalada anteriormente; en 

el mismo, se hace exposición normativa que acredita indudablemente 

el derecho que les asiste a los empleados de que les sea reconocidos 

los conceptos de bonificación por recreación y subsidio de 

alimentación. En lo que refiere al auxilio de transporte, se realiza 

exposición normativa que no permite concluir de manera 

incuestionable que dicho derecho pueda ser reconocido por el 

municipio. 

Para la época de la petición, el pago por los conceptos pretendidos no 

se encontraba definidos en las partidas presupuestales del municipio. 

La ordenación del gasto por el alcalde municipal está sujeta a las 

apropiaciones incorporadas en las secciones presupuestales de 

acuerdo al artículo 110 del estatuto orgánico de Presupuesto Nacional 

(Decreto Nacional 111 de 1996) y principio de anualidad del periodo 

fiscal. 

4. El día 22 de noviembre de 2019, la demandante convocó al municipio 

de Muzo -Boyacá ante la procuraduría 46 judicial II para asuntos 

administrativos de la ciudad de Tunja -Boyacá, a conciliación 

extrajudicial, para agotar requisito de procedibilidad previo a 

demandar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. El 

Comité de conciliación, confirmó los argumentos normativos por 

concepto de alimentación y subsidio de alimentación expuestos en 

oficio DA 326 - 2019, replanteando los argumentos jurídicos por 

concepto de auxilio de transporte; en consecuencia, reconoció cada 

uno de los conceptos exigidos por la demandante, presentando 

liquidación de las sumas adeudadas por cada concepto que no se 

encontraban prescritos e indexación de los valores, pactando acuerdo 

conciliatorio entre la demandante y el municipio el día 03 de marzo de 

2020. 

El acuerdo conciliatorio celebrado entre la señora Lilia Cristina Castillo 

Sánchez y el Municipio de Muzo -Boyacá, fue improbado por la juez 
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Adriana Rocío Limas Suarez del juzgado trece administrativo oral del 

circuito judicial de Tunja -Boyacá. Las razones que dieron lugar a la no 

aprobación, obedecieron a que la liquidación de la suma reconocidas a 

la accionante excedía el objeto conciliado, de manera que la aprobación 

de la conciliación extrajudicial con la suma acordada por las partes 

resultaría lesiva al patrimonio público. 

IV. A LAS PRETENSIONES 

Pretensión 1. Acceder parcialmente, el acto administrativo OFICIO DA-

326 DE 2019, de fecha 05 de septiembre de 2019 emanado por el alcalde 

municipal del periodo constitucional 2016 – 2019, reconoció el derecho 

que le asiste al demandante por los conceptos de subsidio de alimentación 

y bonificación por recreación, circunstancia que niega la demandante. En 

el mismo acto administrativo se negó el derecho al auxilio de transporte 

y los consecuentes pagos de los conceptos reconocidos, pues para ese 

entonces no existía apropiación presupuestal que amparara dicho pago. 

El municipio manifiesta su intención de reconocer el pago por concepto de 

subsidio de alimentación, bonificación por recreación y auxilio de 

transporte que le asisten a la demandante de acuerdo a exposición 

normativa y decisión del comité de Conciliación Municipal del día 08 de 

marzo de 2021. 

Pretensión 2. No me opongo, cómo se advirtió en acto administrativo 

OFICIO DA-326 DE 2019, de fecha 05 de septiembre de 2019, mediante 

resolución No. 20200224-042 de fecha 24 de febrero de 2020, la 

administración municipal autorizó el pago del auxilio de transporte, 

subsidio de alimentación y bonificación por recreación de los funcionarios 

de la administración municipal a partir del día 01 de enero de 2020; dichos 

pagos se han venido reconociendo a excepción del auxilio de transporte. 

La restitución de derechos no reconocidos en oportunidad al demandante, 

serán restituidos de acuerdo a liquidación expuesta en acta del comité de 

Conciliación de Muzo -Boyacá, por la suma total de seis millones 

setecientos ochenta y tres mil cuatrocientos noventa y seis pesos, 

moneda corriente ($ 6.783.496 COP). 

Pretensión 3. Me opongo parcialmente, la suma exigida por la 

demandante no tiene soporte alguno; sin embargo, en reunión de fecha 

08 de marzo de 2021, el comité de conciliación del Municipio de Muzo -

Boyacá realizó nuevamente liquidación obteniendo como resultado la 

suma de seis millones setecientos ochenta y tres mil cuatrocientos 
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noventa y seis pesos, moneda corriente ($ 6.783.496 COP), 

correspondiente al reconocimiento económico dejado de percibir y de los 

cuales no ha operado prescripción trienal del derecho, advertida en las 

consideraciones del comité. El resultado de esta suma de dinero, 

corresponde al reconocimiento de los conceptos dejados de percibir al 

momento del reclamo de la demandante, auxilio de transporte de la 

vigencia 2020 y adicionalmente a la indexación de cada uno de ellos, mes 

a mes, como se anota en liquidación expuesta en certificación del Comité 

de Conciliación del Municipio de Muzo -Boyacá. 

Pretensión 4. Me opongo. No existe prueba suficiente, más que la 

declaración por la misma demandante del perjuicio soportado. 

Pretensión 5. Me opongo, el municipio ha mostrado interés en resolver 

a favor de la demandante los derechos pretendidos en etapa de 

conciliación. En esta oportunidad y si el proceso termina en conciliación, 

una vez se apruebe dicho acuerdo conciliatorio el municipio realizará el 

pago en un término no mayor a treinta (30) días, habiendo ya apropiado 

los recursos. 

V. RAZONES DE LA DEFENSA  

La demandante solicita se declare la nulidad del acto administrativo DA 

326 del día 05 de septiembre de 2019, emitido por el alcalde municipal 

de Muzo -Boyacá, mediante la cual se le niega el pago correspondiente al 

subsidio de alimentación, bonificación por recreación y auxilio de 

transporte, y se ordene como restablecimiento del derecho el pago 

inmediato de los dineros dejados de percibir junto con intereses legales 

moratorios e indexación. Pretensiones que suman seis millones cincuenta 

y nueve mil novecientos cincuenta pesos colombianos ($ 6.059.950 COP). 

Adicionalmente, pretende indemnización de perjuicios morales, estimados 

en tres (03) salarios mínimos. 

Ente la oposición parcial a las pretensiones de la demandante, a 

continuación, la defensa expone los siguientes argumentos normativos y 

del caso particular que justifican el pronunciamiento a las pretensiones de 

la demandante, así: 

a. Auxilio de transporte: En principio, el auxilio de trasporte fue creado 

por la ley 15 de 1959 y reglamentado por el decreto 1258 de 1959, 

con el objetivo de subsidiar el costo de movilización de los empleados 

que devenguen mensualmente hasta 02 SMMLV desde su casa hasta 

el lugar de trabajo, en los lugares donde se prestara el servicio público 
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y que el trabajador residiera a una distancia de mil metros o más del 

lugar del trabajo. 

Este auxilio no se hizo extensivo a los Municipio que no tuvieran 

sistema estratégico de transporte público, caso particular del Municipio 

de Muzo - Boyacá, hasta la expedición del decreto 1250 del 19 de julio 

de 2017. El gobierno nacional teniendo en cuenta factores como la 

diversidad geográfica y las condiciones climáticas, económicas y 

sociales de las diferentes zonas del país, estableció un criterio especial 

para el reconocimiento del auxilio de transporte en las zonas donde no 

existe sistema estratégico de transporte público y los trabajadores 

deben acudir a medios de transporte informales para movilizarse a su 

lugar de trabajo, de la siguiente manera: “ARTÍCULO 1. Criterios para 

el reconocimiento y pago del auxilio de transporte en entidades del 

nivel territorial. Establecer los siguientes criterios para el 

reconocimiento y pago del auxilio de transporte para los empleados 

públicos de las entidades del sector central y descentralizado de la 

Rama Ejecutiva del orden territorial, las asambleas departamentales, 

los concejos distritales y municipales, las contralorías territoriales y las 

personerías distritales y municipales, en los cuales no se preste el 

servicio público de transporte, así: 

a. Devengar hasta dos (2) veces el salario mínimo legal mensual 

vigente. 

b. La entidad no suministre el servicio de transporte. 

c. El empleado no se encuentre disfrutando de vacaciones, ni en 

uso de licencia o suspendido en el ejercicio de sus funciones. 

d. El valor del auxilio será el establecido en el Decreto 2210 de 2016 

y en las normas que lo modifiquen, adicionen o sustituyan”. 

Los valores correspondientes al auxilio de transporte son fijados año 

tras año por el gobierno nacional; estableciéndose los siguientes 

montos a partir del año 2017, año en que se hizo exigible este derecho 

y para el caso particular, así: 

Lilia Cristina Castillo Sánchez 

AÑO SMMLV SALARIO 

DEVENGADO 

AUXILIO DE 

TRANSPORTE 

MENSUAL 

DECRETO 

REGLAMENTARIO 

 

2017 

$ 737.717 

DECRETO 2209 

DE 2016 

 

$ 1.344.000 

 

$ 83.140 

 

2210 de 2016 

 

2018 

$ 781.242 

DECRETO 2269 

DE 2017 

 

$ 1.412.410 

 

$ 88.211 

 

2270 de 2017 
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2019 

$ 828.116 

DECRETO 2451 

DE 2018  

 

$ 1.475.968 

 

$ 97.032 

 

2452 de 2018 

 

2020 

$ 877.803 

DECRETO 2360 

DE 2019 

 

$ 1.551.538 

 

$ 102.854 

 

2361 DE 2019 

b. Bonificación por recreación: a partir del 1 de septiembre del 2002, 

fecha de entrada en vigencia del decreto 1919 de 2002, el gobierno 

nacional dispuso que se deben reconocer las prestaciones sociales a 

los empleados territoriales en los términos y condiciones que rigen 

para el orden nacional, entre ellas se encuentra la bonificación por 

recreación. Dicha bonificación fue creada para los trabajadores del 

orden nacional por el artículo 3º del Decreto 451 de 1984, como una 

prestación para los trabajadores que iniciaren a disfrutar sus 

vacaciones, consistente en 2 días de la asignación básica mensual que 

les corresponda en el momento de causarlas. 

Año tras año el Gobierno Nacional al fijar las escalas de asignación 

básica de los empleos que sean desempeñados por empleados públicos 

de la Rama Ejecutiva, Corporaciones Autónomas Regionales y de 

Desarrollo Sostenible, Empresas Sociales del Estado, del orden 

nacional; reitera el reconocimiento de dicha bonificación, así: “(…) 

Bonificación especial de recreación. Los empleados públicos a que se 

refiere el presente Decreto tendrán derecho a una bonificación especial 

de recreación, por cada período de vacaciones, en cuantía equivalente 

a dos (2) días de la asignación básica mensual que les corresponda en 

el momento de iniciar el disfrute-te del respectivo período vacacional. 

Igualmente, habrá lugar a esta bonificación cuando las vacaciones se 

compensen en dinero. Esta bonificación no constituirá factor de salario 

para ningún efecto legal y se pagará por lo menos con cinco (5) días 

hábiles de antelación a la fecha de inicio en el evento que se disfrute 

del descanso remunerado (…)”. 

Para el caso particular se hace relación a continuación de los valores 

exigibles por la demandante, teniendo en cuenta que se aplica 

prescripción trienal de los mismos, figura que más adelante se expone: 

LILIA CRISTINA CASTILLO SÁNCHEZ 

AÑO SALARIO  

DEVENGADO AL 

INICIAR DISFRUTE 

DE VACACIONES 

BONIFICACIÓN POR 

RECREACIÓN 

DISFRUTE 

VACACIONES 

2016 $ 1.259.016 $ 83.934 12/12/2016 AL 

30/12/2016 

2017 $ 1.344.000 $ 89.600 29/12/2017 AL 

22/01/2018 
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2018 $ 1.344.000 $ 89.600 10/08/2018 AL 

31/08/2018 

2019 $ 1.412.968 $ 94.161 10/04/2019 AL 

03/05/2019 

2020 $1,475,968 $ 98.397 13/04/2020 AL 

03/05/2020 

c. Subsidio de alimentación: Otra prestación social que el gobierno 

nacional hizo extensiva a los empleados territoriales a partir de la 

expedición del decreto 627 de 2007, “por el cual se establece el límite 

máximo salarial de los empleados públicos de las entidades 

territoriales y se dictan otras disposiciones”. El gobierno nacional año 

tras año, establece el tope de asignaciones básicas mensuales para 

que la entidad respectiva reconozca su pago.  

Atendiendo el caso particular y prescripción trienal de las acreencias 

laborales exigible que más adelante se exponen, a continuación, se 

hace relación de los mencionados topes a partir del año 2016 e 

información particular de la demandante: 

LILIA CRISTINA CASTILLO SÁNCHEZ 

AÑO SALARIO 

DEVENGADO 

TOPE MAXIMO 

SALARIAL 

SUBSIDIO DE 

ALIMENTACIÓN 

MENSUAL 

DECRETO 

REGLAMENTARIO 

2016 $ 1.259.016 $ 1.504.047 $53.634 225 de 2016 

2017 $ 1.344.000 $ 1.605.571 $57.255 995 de 2017 

2018 $ 1.412.410 $ 1.687.295 $ 60.170 309 de 2018 

2019 $ 1.475.968 $ 1.763.224 $ 62.878 1028 de 2019 

2020 $1,551,538 $ 1.853.502 $ 66.098 314 de 2020 

Adicional a ello, en la misma disposición que fija los topes, el gobierno 

nacional ha establecido que: “No se tendrá derecho a este subsidio 

cuando el respectivo empleado disfrute de vacaciones, se encuentre 

en uso de licencia, suspendido en el ejercicio de sus funciones o cuando 

la entidad suministre alimentación a los empleados que conforme a 

este artículo tengan derecho al subsidio”. 

d. Sobre el reconocimiento de intereses moratorios e indexación 

de las sumas a reconocer por los conceptos aquí expuesto, es 

importante señalar que el Honorable Consejo de Estado en diversos 

pronunciamientos, tanto la Sala de Consulta y Servicio Civil1, como la 

Sección Segunda2, ha recordado que el derecho a la indexación o 

ajuste de valor obedece al hecho notorio de la constante y permanente 

devaluación de la moneda de nuestro país, que disminuye en forma 

 
1 Concepto Sala de Consulta C.E. 2106 de 2012 Consejo de Estado - Sala de Consulta y Servicio Civil 
2 Consejo de Estado. Sección Segunda, Sentencia 20001233300020140031302 (26332017), Ago. 16/18 
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continua el poder adquisitivo del ingreso, por lo que esta es una 

decisión ajustada a la ley y constituye un acto de equidad. En ese 

orden, cuando se ordena el restablecimiento de dicho derecho se busca 

la obtención del valor real al momento de la condena, que es el 

equivalente al perjuicio recibido. Sin embargo, en razón a que tanto la 

indexación como el reconocimiento de intereses moratorios obedecen 

a la misma causa (devaluación) se puede concluir que estas son 

incompatibles. 

e. Daño moral: advirtiendo que la demandante pretende el 

reconocimiento de tres (03) salarios mínimos por concepto de 

perjuicios morales, sin agregar prueba alguna de su causación, este 

cargo no está llamado a prosperar. La corte constitucional en Sentencia 

T 169 /13, expuso línea jurisprudencial del consejo de estado en 

materia de daño moral y tasación de perjuicios morales ( sentencias: 

T-351 y T-464 de 2011 y T-212/12), así:  “El Consejo de Estado en 

Sala de lo Contenciosos Administrativo, específicamente la Sección 

Tercera, ha desarrollado el precedente jurisprudencial que permite 

identificar cómo se ha entendido y cuantificado el daño moral, fijando 

unas reglas que se han tenido en cuenta, en la jurisdicción contenciosa 

administrativa y en la ordinaria”. Resalta la suscrita síntesis de la 

sentencia T-212 de 2012, M. P. María Victoria Calle Correa: “En 

síntesis, los perjuicios morales son daños que pueden ser reconocidos 

por el juez administrativo y cuyo pago puede ser ordenado siempre 

que los mismos se encuentren debidamente probados. No basta con 

demostrar algún tipo de dolor o afectación, es preciso probar que la 

afectación fue intensa. 

La discrecionalidad judicial en materia de perjuicios morales no es 

arbitrariedad o mero pálpito o intuición judicial. El ejercicio de la 

discrecionalidad debe tener en cuenta (a) ‘las condiciones particulares 

de la víctima’ y (b) ‘la gravedad objetiva de la lesión’.  En cualquier 

caso, la decisión de definición de los perjuicios morales debe tener en 

cuenta los principios de equidad, razonabilidad y reparación integral.” 

En este sentido, la honorable corte constitucional concluyó: “En 

conclusión, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, 

un juez incurre en violación al derecho fundamental al debido proceso, 

cuando condena a pagar una suma por concepto de daños morales, sin 

sustentarla probatoriamente”. 

VI. PROPOSICIÓN EXCEPCIÓN MIXTA 
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La demandante en la pretensión número tres (03), anuncia que pretende 

el reconocimiento de sus derechos hasta tres años hacia atrás, a partir de 

su solicitud elevada a la administración (26 de julio de 2019), 

circunstancia que da a entender que es consciente de que sus 

pretensiones se ven sometidas a la prescripción trienal de las acreencias 

laborales.  

En virtud del artículo 151 del Código Procesal Laboral (C.P.T.S.S.) cuyo 

texto es el siguiente: “Prescripción. - Las acciones que emanen de las 

leyes sociales prescribirán en tres (3) años, que se contarán desde que la 

respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del 

trabajador, recibido por el patrono, sobre un derecho o prestación 

debidamente determinado, interrumpirá la prescripción, pero sólo por un 

lapso igual”. 

Encontrado así que frente a las pretensiones de la demandante ha 

operado la prescripción del derecho tres años atrás, suspendidos desde 

presentación de su petición el día 26 de julio de 2019, es decir que frente 

a las pretensiones de la demandante ha operado la prescripción del 

derecho que hizo exigible antes del 26 de julio de 2016.  

VII. PRUEBAS 

1. Solicito su señoría se tenga en cuenta como prueba los siguientes 

documentales: 

1.1 Certificación laboral de la Sra. Lilia Cristina Castillo Sánchez, la cual 

da cuenta de la fecha de vinculación, salario y días laborados de los 

últimos cinco (05) años en tres (03) folios. 

1.2 Copia de decreto 008 de fecha 09 de abril de 1996 y acta de 

posesión mediante los cuales se realiza nombramiento en periodo 

de prueba y copia del decreto 025 de fecha 28 de agosto de 1996 y 

acta de posesión por medio del cual se realiza nombramiento en 

propiedad en el cargo de la auxiliar administrativa del municipio de 

Muzo -Boyacá a la Sra. Lilia Cristina Castillo Sánchez, en cuatro (04) 

folios. Los mismo solicito su señoría sean recibidos como 

antecedente del acto administrativo DA 326 de 2019. 

1.3 Copia de resolución No. 20200224-042 de fecha 24 de febrero de 

2020, por medio de la cual se autoriza el pago del auxilio de 

transporte, subsidio de alimentación y bonificación por recreación 

de los funcionarios de la administración municipal de Muzo -Boyacá 

a partir del día 01 de enero de 2020 en cinco (05) folios. 
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1.4 Certificación del comité de conciliación donde se estudian las 

pretensiones de la demandante, liquidan los derechos exigidos y 

acreditados, y propone formula de conciliación en doce (12) folios. 

2. Pruebas aportadas por la demandante y no controvertidas, las cuales 

solicito su señoría se tengan en cuenta como antecedentes del acto 

administrativo oficio DA 326 del 05 de septiembre de 2019: 

2.2. Copia de escrito de petición suscrita por Lilia Cristina Castillo 

Sánchez y otros interesados, radicada el día 26 de julio de 2019 y 

por medio del cual solicita la demandante el reconocimiento del su 

derecho a auxilio de transporte, subsidio de alimentación y 

bonificación por recreación y su consecuente pago. 

2.3. Copia de oficio DA 326 de 326 emanado por el alcalde municipal de 

Muzo -Boyacá, el mismo contiene los argumentos jurídicos y de 

hecho por los cuales se negó el reconocimiento del derecho de 

auxilio de transporte y pago inmediato por los conceptos exigidos. 

2.4. Certificación de suscrita por Secretaria de Hacienda Municipal el día 

03 de septiembre de 2019, dando cuenta de la insuficiencia de 

presupuesto para ordenar el pago de conceptos exigidos por la 

demandante. 

VIII. ANEXOS 

1. Pruebas documentales anunciadas en el numeral uno del acápite 

denominado VII. PRUEBAS, en veinticuatro (24) folios. 

2. Poder en dos (02) folios. 

3. Anexos del poder que acreditan la calidad de alcalde en tres (03) folios. 

IX. NOTIFICACIONES 

Sin otro particular, su señoría, recibiré notificaciones en la Alcaldía 

Municipal de Muzo –Boyacá, ubicada en la Dirección: Calle 3 No. 8-06, 

con y notificaciones electrónicas al correo electrónico: alcaldia@muzo-

boyaca.gov.co y dirección.juristas@gmail.com  

Atentamente: 

 

 

Hasbleidy Tatiana Restrepo Rojas 

C.C. 1.094.920.988 Expedida en Armenia 

T.P. 265.806. del C.S.J.  

mailto:alcaldia@muzo-boyaca.gov.co
mailto:alcaldia@muzo-boyaca.gov.co
mailto:dirección.juristas@gmail.com
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